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y la efectiva entrega de los bienes, obras y servicios, así como cualquier otro aspecto que se 
requiera para efectos de la relación entre estas.

Artículo 3°. Transición. Desde la entrada en vigencia de la presente Resolución y hasta 
el 29 de febrero de 2024, entre la UNGRD y el Ministerio de Igualdad y Equidad, se deberán 
adelantar las gestiones que sean necesarias y permitan que este último asuma enteramente 
el rol de Entidad Ejecutora del Fondo para el Desarrollo del Plan Todos Somos PAZcífico a 
partir del 1° de marzo de 2024.

La UNGRD deberá disponer y realizar dentro del periodo de transición, las acciones que 
garanticen la continuidad de la operatividad del Fondo para el Desarrollo del Plan Todos 
Somos PAZcífico desde lo administrativo y lo nacional, evitando con ello generar retrasos 
en los procesos en curso y afectar la eficiencia en los plazos que comprenden los mismos.

Artículo 4°. Vigencia y Derogatoria. La presente Resolución rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga la Resolución número 4060 de 2015.

Publíquese comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá D. C., a 5 de febrero de 2024.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Ricardo Bonilla González.
(C. F.).

Ministerio de defensa nacional

Decretos

DECRETO NÚMERO 0104 DE 2024

(febrero 5)
por el cual se prorroga el Cese al Fuego Bilateral, Nacional y Temporal en el marco 
del diálogo de carácter político entre el Gobierno nacional y el Ejército de Liberación 

Nacional (ELN).
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales y legales, en especial las conferidas por los artículos 22, 188 y 189 de la 
Constitución Política, la Ley 2272 de 2022 que prorroga, modifica y adiciona la Ley 418 de 
1997, Ley 548 de 1999 Ley 782 de 2002, Ley 1106 de 2006, Ley 1421 de 2010, Ley 1738 
de 2014, la Ley 1941 de 2018, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 22 de la Constitución Política dispone que la paz es un derecho y un 

deber de obligatorio cumplimiento.
Que según el artículo 188 de la Constitución, el Presidente de la República simboliza 

la unidad nacional y, al jurar el cumplimiento de la Constitución y de las leyes, se obliga a 
garantizar los derechos y libertades de todos los colombianos.

Que de conformidad con el numeral 4 del artículo 189 de la Constitución Política, al 
Presidente de la República, como Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y suprema autoridad 
administrativa, le corresponde conservar en todo el territorio el orden público y restablecerlo 
donde fuere turbado y, de acuerdo con el numeral 3 de la misma norma, el Presidente de la 
República dirige la Fuerza Pública y es el comandante supremo de las Fuerzas Armadas.

Que mediante la Ley 171 de 1994, el Congreso de la República aprobó el Protocolo 
Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de 
las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II), declarada 
exequible por la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-225 de 1995.

Que el artículo 1° de la Ley 2272 de 2002 señala que la política de paz es una política 
de Estado y, a su turno, el artículo 2° dispone que la Paz Total es una política de Estado que 
será: “prioritaria y transversal en los asuntos de Estado, participativa, amplia, incluyente 
e integral, tanto en lo referente a la implementación de acuerdos, como con relación a 
procesos de negociación, diálogo y sometimiento a la justicia. Los instrumentos de la 
Paz Total tendrán como finalidad prevalente el logro de la Paz Estable y Duradera, con 
garantías de no repetición y de seguridad para todos los colombianos; estándares que 
eviten la impunidad y garanticen en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación”.

Que el artículo 5° de la Ley 2272 de 2022, que modificó el artículo 8° de la Ley 418 de 
1997, modificado por el artículo 3° de la Ley 1941 de 2018, establece: “los representantes 
autorizados expresamente por el Gobierno nacional, con el fin de promover la reconciliación 
entre los colombianos, la convivencia pacífica y lograr la paz, siguiendo los lineamientos 
del Presidente de la República, podrán:(…) Realizar todos los actos tendientes a entablar y 
adelantar diálogos, así como negociaciones y lograr acuerdos con los voceros o miembros 
representantes de los grupos armados organizados al margen de la ley (...)”.

Que el parágrafo 8° del mismo artículo 5° dispone que al Presidente de la República 
le corresponde exclusivamente la dirección de los acercamientos, conversaciones, 
negociaciones y diálogos de paz, como responsable de la preservación y mantenimiento del 
orden público en toda la Nación.

Que el parágrafo 4° del artículo 8° de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 5° 
de la Ley 2272 de 2022, dispone que el Presidente de la República, mediante orden expresa 
y en la forma que estime pertinente, determinará la localización y las modalidades de acción 
de la Fuerza Pública, siendo fundamental para ello que no se desconozcan los derechos y 
libertades de la comunidad.

Que mediante Resolución número 264 del 15 de noviembre de 2022, el Presidente 
de la República, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, autorizó la 
instalación y reanudación de la Mesa de Diálogos para la Paz entre el Gobierno nacional y 
la organización armada rebelde Ejército de Liberación Nacional (ELN), lo cual se realizó el 
21 de noviembre de 2022.

Que el 9 de junio de 2023, en el desarrollo del tercer ciclo de la Mesa de Diálogos 
para la Paz, la delegación del Gobierno nacional y los miembros representantes del Ejército 
de Liberación Nacional (ELN), mediante el Acuerdo número 10, denominada “Segundo 
Acuerdo de Cuba”, pactaron un cese al fuego en aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario (DIH) y con los acuerdos entre las partes como marco de referencia. Dicho 
acuerdo fue suscrito por los integrantes de las delegaciones, los representantes de los países 
garantes, los observadores y los acompañantes permanentes.

Que el mencionado acuerdo estableció un cese de operaciones ofensivas entre las Partes, 
a partir del 6 de julio de 2023, y, además, determinó el inicio de la implementación plena 
del cese al fuego bilateral, nacional y temporal, a partir del 3 de agosto de 2023, por ciento 
ochenta días (180), incluyendo el cese de operaciones ofensivas, la aplicación de la totalidad 
de protocolos acordados entre las partes y el funcionamiento del Mecanismo de Monitoreo 
y Verificación.

Que mediante el Decreto número 1117 del 5 de julio de 2023 se decretó el Cese al Fuego 
Bilateral, Nacional y Temporal (CFBNT) con la organización armada rebelde Ejército de 
Liberación Nacional (ELN), a partir del 3 de agosto de 2023 y hasta el 29 de enero de 2024, 
es decir, por 180 días, y se dictaron medidas para su cumplimiento, monitoreo, verificación 
y prórroga, el cual fue prorrogado mediante el Decreto número 039 del 29 de enero de 2024, 
hasta las 24:00 horas del 5 de febrero de 2024.

Que el Cese al Fuego Bilateral, Nacional y Temporal, conforme con el artículo 1° 
del mencionado decreto, tiene como objetivo mejorar la situación humanitaria de las 
poblaciones y los territorios. Igualmente, las acciones específicas acordadas entre las partes 
tienen el propósito de generar condiciones para que la población civil pueda ejercer sus 
derechos y libertades, con énfasis en los más vulnerables, entre ellos, los liderazgos sociales 
y ambientales, pueblos étnicos, mujeres, personas defensoras de derechos humanos y los 
menores de edad; así como evitar incidentes que pongan en riesgo el cumplimiento del cese 
al fuego, incluyendo el desarrollo de misiones médicas, de salud pública y humanitaria y 
la atención de enfermos y heridos de la población civil y de los integrantes de las Fuerzas 
Militares y Policía y del ELN.

Que de conformidad con el parágrafo 2° del artículo 1° y el artículo 12 del mencionado 
decreto, la continuidad del cese al fuego bilateral, nacional y temporal está condicionada 
al cumplimiento de los acuerdos y protocolos aprobados para tal efecto por la Mesa de 
Diálogos para la Paz, incluyendo las condiciones acordadas en el Protocolo de Evaluaciones, 
Prórroga o Suspensión del CFBNT.

Que para el cumplimiento del CFBNT las partes acordaron la creación de un 
Mecanismo de Monitoreo y Verificación (MMV), integrado por el Gobierno nacional, el 
Ejército de Liberación Nacional (ELN), la Conferencia Episcopal de Colombia y la Misión 
de Verificación de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en Colombia. Este 
mecanismo tiene instancias a nivel Nacional, Regional y Local.

Que según el parágrafo 3° del artículo 5° del Decreto número 1117 de 2023, el MMV 
elaborará evaluaciones sobre el cumplimiento del Acuerdo del CFBNT y su Protocolo 
de Acciones Específicas, así como los protocolos que lo complementen o se suscriban 
en relación con el CFBNT, para lo cual formulará las recomendaciones que considere 
necesarias, con destino a la Mesa de Diálogos para la Paz.

Que las delegaciones del Gobierno nacional y del Ejército de Liberación Nacional (ELN) 
acordaron prorrogar el Cese al Fuego Bilateral, Nacional y Temporal por ciento ochenta 
(180) días, a partir del 6 de febrero de 2024.

DECRETA:
Artículo 1°. Prorrogar el Cese al Fuego Bilateral, Nacional y Temporal (CFBNT) entre 

el Gobierno nacional y la organización armada rebelde Ejército de Liberación Nacional 
(ELN), a partir de las 00:00 horas del día 6 de febrero de 2024 hasta las 24:00 horas del 3 
de agosto de 2024.

En consecuencia, ordenar la suspensión de las operaciones militares y operativos 
policiales ofensivos, así como de los actos contrarios a lo establecido en el Protocolo 
de Acciones Específicas acordado entre las partes en la Mesa de Diálogos para la Paz, 
incluyendo sus modificaciones, a partir de las 00:00 horas del 6 de febrero de 2024 y hasta 
las 24:00 horas del día 3 de agosto de 2024, en contra de los integrantes del Ejército de 
Liberación Nacional (ELN) que participen en el proceso de paz y se encuentren dentro de los 
procedimientos para la ejecución del Acuerdo del CFBNT y los protocolos correspondientes.

Los acuerdos y protocolos firmados y los que se suscriban en la Mesa de Diálogos para 
la Paz, referidos al cumplimiento del CFBNT son de obligatorio cumplimiento.
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La suspensión de operaciones militares y operativos policiales ofensivos se hará sin 
perjuicio del cumplimiento de la función y obligación constitucional y legal de la Fuerza 
Pública de preservar la integridad del territorio nacional, garantizar el orden constitucional 
y legal y asegurar las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades 
públicas en todo el territorio nacional.

El Ministro de Defensa Nacional emitirá los lineamientos necesarios a la Fuerza Pública 
para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente decreto.

Artículo 2°. Las demás disposiciones incorporadas en los Decretos número 1117 de 
2023 y 039 de 2024, que no sean contrarias a este decreto, quedan vigentes.

Artículo 3°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 5 de febrero de 2024.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro de Defensa Nacional,

Iván Velásquez Gómez.

Ministerio de Minas y energía

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 40042 DE 2024

(febrero 2)
por la cual se establecen lineamientos sobre la modificación de Fecha de Puesta en 
Operación (FPO) y las Garantías para los proyectos de generación, cogeneración, 
autogeneración, contratos de suministro de energía a largo plazo y almacenamiento de energía 

con baterías y se adoptan otras disposiciones.
El Ministro de Minas y Energía en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en 

especial las conferidas en numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, los artículos 
1°, 2°, 3° y 8° de la Ley 142 de 1994, los artículos 2°, 3° y 4° de la Ley 143 de 1994 y los 
artículos 6° y 7° de la Ley 1715 de 2014.

CONSIDERANDO:
Que, el artículo 365 de la Constitución Política señala que los servicios públicos son 

inherentes a la finalidad social del Estado y que es su deber asegurar la prestación eficiente con 
continuidad y calidad de los mismos, a todos los habitantes del territorio nacional.

Que, el artículo 365 Superior en igual sentido prevé que, en todo caso, el Estado mantendrá 
la regulación, el control y la vigilancia de los servicios públicos domiciliarios.

Que, acorde con lo dispuesto en el artículo 366 de la Carta Política y en especial el artículo 
2° de la Ley 142 de 1994, se debe garantizar la cobertura, bienestar general y mejoramiento de 
la calidad de vida de la población, en cumplimiento de los fines esenciales del Estado.

Que, el artículo 367 de la Carta Política define que la ley fijará las competencias y 
responsabilidades relativas a la prestación de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, 
calidad y financiación, así como también, el régimen tarifario que tendrá en cuenta, además, de 
los criterios de costos, los de solidaridad y redistribución de ingresos.

Que, el artículo 2° de la Ley 142 de 1994 establece la facultad de intervención del Estado 
en los servicios públicos, cuyo propósito obedece, entre otros, a la prestación continua, 
ininterrumpida y eficiente de dichos servicios.

Que, el artículo 3° de la Ley 142 de 1994 dispone que constituyen instrumentos para 
la intervención estatal en los servicios públicos las atribuciones y funciones asignadas a las 
entidades, autoridades y organismos, relativas a la promoción y apoyo a los prestadores de los 
servicios públicos, entre otros.

Que el artículo 8° de la Ley 142 de 1994 establece como parte de las competencias atribuidas 
a la Nación respecto de la prestación de los servicios públicos, asegurar que se realicen en el país 
las actividades de generación e interconexión a las redes nacionales de energía eléctrica, entre 
otros.

Que, en línea con lo anterior, el artículo 3° de la Ley 143 de 1994 establece a su turno, que 
en relación con el servicio público de electricidad al Estado le corresponde, entre otras, alcanzar 
una cobertura en los servicios de electricidad a las diferentes regiones y sectores del país a través 
de los diversos agentes públicos y privados que presten el servicio.

Que, el artículo 4° de la Ley 143 de 1994 establece que en relación con el servicio de 
electricidad el Estado tendrá, entre otros objetivos, asegurar el cubrimiento de la demanda de 
electricidad en un marco de uso racional y eficiente de los diferentes recursos energéticos del 
país, y garantizar una operación eficiente, segura y confiable en las actividades del sector.

Que, de acuerdo con el artículo 5° de la Ley 143 de 1994, la generación e interconexión 
de electricidad, entre las demás actividades de la cadena de prestación del servicio de energía 
eléctrica, se encuentran destinadas a satisfacer necesidades colectivas primordiales en forma 
permanente, razón por la cual son consideradas servicios públicos de carácter esencial, 
obligatorio y solidario, y de utilidad pública.

Que, el artículo 6° de la Ley 143 de 1994 establece que las actividades relacionadas con el 
servicio público de electricidad, entre las que se encuentran las de generación e interconexión, se 
rigen por los principios de eficiencia, continuidad, adaptabilidad y equidad, entre otros.

Que, de acuerdo con el artículo 2° de la Ley 143 de 1994, el Ministerio de Minas y Energía 
(MME) tiene, entre otras, las funciones de planeación, coordinación y seguimiento de todas las 
actividades relacionadas con el servicio público de electricidad, con base en las cuales definirá 
los criterios para el aprovechamiento económico de fuentes convencionales y no convencionales 
de energía, dentro de un manejo integral, eficiente y sostenible de los recursos energéticos del 
país.

Que, el artículo 12 de la misma Ley establece que: “La planeación de la expansión del 
sistema interconectado nacional se realizará a corto y largo plazo, de tal manera que los planes 
para atender la demanda sean lo suficientemente flexibles para que se adapten a los cambios 
que determinen las condiciones técnicas, económicas, financieras y ambientales; que cumplan 
con los requerimientos de calidad, confiabilidad y seguridad determinados por el Ministerio 
de Minas y Energía; que los proyectos propuestos sean técnica, ambiental y económicamente 
viables y que la demanda seo satisfecha atendiendo a criterios de uso eficiente de los recursos 
energéticos”.

Que el artículo 18 de la Ley 143 de 1994 establece como competencia del Ministerio 
de Minas y Energía, la definición de los planes de expansión de la generación y de la red de 
interconexión, y así mismo, la fijación de criterios para orientar el planeamiento de la transmisión 
y la distribución, con el objetivo de optimizar el balance de los recursos energéticos para la 
satisfacción de la demanda nacional de electricidad, en concordancia con el Plan Nacional de 
Desarrollo y el Plan Energético Nacional.

Que el artículo 33 de la Ley 143 de 1994 establece que la operación del Sistema 
Interconectado Nacional se hará procurando atender la demanda en forma confiable, segura y 
con calidad del servicio mediante la utilización de los recursos disponibles en forma económica 
y conveniente para el país.

Que el artículo 85 ibidem, establece que las decisiones de inversión en generación, 
interconexión, transmisión y distribución de energía eléctrica constituyen responsabilidad de 
aquellos que las acometan, quienes asumen en su integridad los riesgos inherentes a la ejecución 
y explotación de los proyectos.

Que, de conformidad con el artículo 1° de la Ley 1715 de 2014, se debe promover el 
desarrollo y la utilización de fuentes no convencionales de energía, sistemas de almacenamiento 
de tales fuentes y uso eficiente de la energía; principalmente, aquellas de carácter renovable en el 
sistema energético nacional, mediante su integración al mercado eléctrico, su participación en las 
zonas no interconectadas, en la prestación de servicios públicos domiciliarios, en la prestación 
del servicio de alumbrado público y en otros usos energéticos como medio necesario para el 
desarrollo económico sostenible, la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero y la 
seguridad de abastecimiento energético.

Que, como consecuencia de lo anterior, se debe buscar promover la gestión eficiente de la 
energía y sistemas de medición inteligente, que comprenden tanto la eficiencia energética como 
la respuesta a la demanda.

Que el Ministerio de Minas y Energía, en desarrollo de sus funciones expidió la Resolución 
MME 40590 de 2019, definiendo las reglas generales para la implementación de un mecanismo 
que promueva la contratación de largo plazo para proyectos de generación de energía eléctrica.

Que el capítulo VI de la Resolución MME 40590 de 2019, modificado mediante la 
Resolución MME 40678 de 2019 y MME 40141 de 2021, definió las garantías requeridas 
para la implementación y ejecución del mecanismo referido en el párrafo anterior, así como los 
principios a los cuales las garantías deben sujetarse.

Que el artículo 36, ibidem, dejó en cabeza de la Comisión de Regulación de Energía y Gas 
(CREG), la definición de la garantía asociada a la entrada en operación comercial de los proyectos 
de generación adjudicados en el mecanismo de subasta, debiendo señalar como mínimo “las 
obligaciones a garantizar, el administrador de la garantía, los eventos de incumplimiento, los 
criterios y tipos de garantías admisibles, la metodología aplicable a los montos a garantizar, 
los mecanismos de ajuste que se requieran y el destino de los dineros resultantes al hacerla 
efectiva”.

Que, el artículo 13 ibidem, modificado por el artículo 4° de la Resolución MME 40141 
de 2021, ordenó al Ministerio de Minas y Energía establecer la minuta del contrato la cual 
debería contener, como mínimo, el objeto del contrato, las obligaciones de las partes, el precio, 
el período de suministro y de vigencia, la forma de facturación, las garantías de las partes, las 
causales de terminación, las condiciones para la cesión del contrato, las condiciones para su 
modificación, las cuales en ningún caso podrán establecerse en detrimento de los usuarios.

Que, con base en el marco normativo reseñado, el Ministerio de Minas y Energía mediante 
Resolución MME 40591 de 2019, convocó a una primera subasta de contratación a largo plazo 
de energía eléctrica, en cuyo artículo 4° señaló que el periodo de suministro para los contratos 
de energía a largo plazo adjudicados en la subasta sería de quince años, y en el artículo 5°, que la 
fecha de inicio de las obligaciones de suministro de energía eléctrica sería el 1° de enero de 2022.

Que el Ministerio de Minas y Energía, en ejercicio de sus facultades legales expidió la 
Resolución MME 40311 de 2020, por medio de la cual estableció lineamientos de política 
pública para la asignación de capacidad de transporte a generadores en el Sistema Interconectado 
Nacional en cuyo numeral 7 del artículo 4° dispuso: “Como regla general, para efectos de 
mantener la asignación de capacidad de transporte, las fechas de puesta en operación comercial 
de los proyectos de generación de energía solo podrán ser modificadas de acuerdo con las reglas 


